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Consecutivo N° xxxx
Ibagué, XX de XXX de 2017.

SEÑOR
JUEZ XXXX XXXXX DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ
Ibagué-Tolima
E. S. D.

REFERENCIA: 
Acción de Tutela con radicación N° XXXXXX
ACCIONANTE:  
XXXXXXXXXXXXXX
ACCIONADO: 
Universidad del Tolima

OMAR  MEJÍA PATIÑO, mayor de edad, domiciliado en Ibagué, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 12.137.078 de Neiva, obrando en calidad de Representante Legal de la Universidad del Tolima, nombrado como Rector mediante Acuerdo N° 021 de 12 de septiembre de 2016, expedido por el Consejo Superior y Acta de Posesión del 12 de septiembre de 2016; y encontrándome dentro del término procesal para hacerlo, respetuosamente, manifiesto a ese Honorable Despacho Judicial que procedo a rendir informe a la Acción de Tutela de la referencia, en los siguientes términos:

I. FRENTE A LOS HECHOS

1. Es cierto, (ARGUMENTAR)
2. No es cierto, (ARGUMENTAR)
3. No me consta, (ARGUMENTAR)
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO

CONSTITUCIONALES
1. Artículo 69 de la Constitución Nacional: 
“Se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado. El Estado fortalecerá la investigación científica en las universidades oficiales y privadas y ofrecerá las condiciones especiales para su desarrollo. El Estado facilitará mecanismos financieros que hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior”. 

2. Artículo 86 de la Constitucion Nacional:

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”.
LEGALES

1. Ley 30 de 1992, Capítulo VI. Autonomía de las Instituciones de Educación Superior, Artículo 28:

“La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional”.

2. Ley 30 de 1992, Capítulo VI. Autonomía de las Instituciones de Educación Superior, Artículo 29:
“La autonomía de las instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y de las instituciones técnicas profesionales estará determinada por su campo de acción y de acuerdo con la presente Ley en los siguientes aspectos: a) Darse y modificar sus estatutos. b) Designar sus autoridades académicas y administrativas. c) Crear, desarrollar sus programas académicos, lo mismo que expedir los correspondientes títulos. d) Definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas, culturales y de extensión. e) Seleccionar y vincular a sus docentes, lo mismo que a sus alumnos. f) Adoptar el régimen de alumnos y docentes. g) Arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional. Parágrafo. Para el desarrollo de lo contemplado en los literales a) y e) se requiere notificación al Ministro de Educación Nacional, a través del Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior (Icfes)”.

3. Decreto N° 2591 de 1991, por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, Artículo 1:

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares en los casos que señale este Decreto. Todos los días y horas son hábiles para interponer la acción de tutela.
La acción de tutela procederá aún bajo los estados de excepción. Cuando la medida excepcional se refiere a derechos, la tutela se podrá ejercer por lo menos para defender su contenido esencial, sin perjuicio de las limitaciones que la Constitución autorice y de lo que establezca la correspondiente ley estatutaria de los estados de excepción”.
4. Decreto N° 2591 de 1991, por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, Artículo 19:

Artículo 19. Informes. El juez podrá requerir informes al órgano o a la autoridad contra quien se hubiere hecho la solicitud y pedir el expediente administrativo o la documentación donde consten los antecedentes del asunto. La omisión injustificada de enviar esas pruebas al juez acarreará responsabilidad.

El plazo para informar será de uno a tres días, y se fijará según sean la índole del asunto, la distancia y la rapidez de los medios de comunicación.

Los informes se considerarán rendidos bajo juramento”.

JURISPRUDENCIALES 
1. En sentencia T-068 de febrero 14 de 2012 con Magistrado Ponente Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, la Corte Constitucional ha reiterado que: 
“El principio de autonomía universitaria, consagrado en el artículo 69 de la Carta Política, consiste en la facultad de la que gozan las universidades para darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos de acuerdo con la ley, ha sido concebido por esta Corporación “como un principio de autodeterminación derivado de la Constitución, que propende por la garantía para los centros educativos de desarrollar su misión, filosofía y objetivos, en un entorno adaptado a su ideología y los fines académicos que se plantea.  La Corte ha precisado que a pesar de la naturaleza constitucional del principio de autonomía universitaria y de su importancia en el Estado Social de Derecho, no es dable sostener que sea absoluto y, por tanto, que no encuentre límites de ninguna especie. Por el contrario, ha concluido que en su ejercicio, las instituciones educativas deben respetar los valores y principios consagrados en la Constitución...”

2. En Sentencia T-531 de 2014 con Magistrado Ponente Luis Guillermo Guerrero Pérez, la Corte Constitucional ha establecido:
“La autonomía universitaria ha sido definida por esta Corporación como “un atributo que les permite a las instituciones de educación superior autorregularse filosófica y de autodeterminarse administrativamente, es por ello que cada una de estas instituciones educativas tienen la potestad de expedir sus propias reglas internas (estatutos).” En este sentido, a través del ejercicio esta atribución se expiden reglas dirigidas a regular a los actores del sistema educativo durante todo el proceso académico y en torno a las relaciones que surgen entre ellos. De manera particular, este Tribunal ha señalado las siguientes materias susceptibles de regulación: (i) darse y modificar sus estatutos; (ii) establecer los mecanismos que faciliten la elección, designación y períodos de sus directivos y administradores (iii) desarrollar sus planes de estudio y sus programas académicos, formativos, docentes, científicos y culturales; (iv) seleccionar a sus profesores y admitir a sus alumnos; (v) asumir la elaboración y aprobación de sus presupuestos y (vi) administrar sus propios bienes y recursos”.
3. En Sentencia C-543 de 1992 con Magistrado Ponente Alberto Rojas Ríos, la Corte Constitucional ha establecido:

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la transgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho. La tutela no puede converger con vías judiciales diversas por cuanto no es un mecanismo que sea factible de elegir según la discrecionalidad del interesado, para esquivar el que de modo específico ha regulado la ley; no se da la concurrencia entre éste y la acción de tutela porque siempre prevalece -con la excepción dicha- la acción ordinaria. La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto.  Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”.

4. En Sentencia T-072 de 2016 con Magistrado Ponente Jose Gregorio Hernández Galindo, la Corte Constitucional ha señalado:
“Hay ciertos eventos en los que a pesar de existir mecanismos ordinarios de protección, resulta admisible acudir directamente a la acción de tutela con el objeto de obtener la protección pretendida, los cuales han sido sintetizados de la siguiente manera: (i) cuando se acredita que a través de estos es imposible al actor obtener un amparo integral a sus derechos fundamentales, esto es, en los eventos en los que el mecanismo existente carece de la idoneidad y eficacia necesaria para otorgar la protección de él requerida, y, por tanto, resulta indispensable un pronunciamiento por parte del juez constitucional que resuelva en forma definitiva la litis planteada; eventos dentro de los que es necesario entender que se encuentran inmersos los casos en los cuales la persona que solicita el amparo ostenta la condición de sujeto de especial protección constitucional y, por ello, su situación requiere de una especial consideración por parte del juez de tutela; y (ii) cuando se evidencia que la protección a través de los procedimientos ordinarios no resulta lo suficientemente expedita como para impedir la configuración de un perjuicio de carácter irremediable, caso en el cual el juez de la acción de amparo se encuentra compelido a efectuar una orden que permita la protección provisional de los derechos del actor, mientras sus pretensiones se resuelven ante el juez natural”.

INSTITUCIONALES

1. La Ordenanza N° 005 de 1945 “por medio de la cual se crea la Universidad del Tolima y el fondo acumulativo de la misma”, como ente autónomo Departamental.

2. Acuerdo y /o Resoluciones del Consejo Superior que crea y/o reglamenta la dependencia con estructura organizacional y funciones.

3. Normatividad Institucional según el caso.

III. CASO CONCRETO

(En este espacio se debe desarrollar la argumentación del asunto en discusión).
IV. PETICIÓN

Señor Juez, de acuerdo con las normas parcialmente transcritas, las Jurisprudencias citadas, la Doctrina detallada y los planteamientos expresados sobre el tema de XXXXXXXX, respetuosamente, consideramos que las pretensiones de la presente acción de tutela no están llamadas a prosperar, situación que evidencia el hecho de que esta Universidad (no desconoció los derechos Fundamentales invocados como vulnerados por parte del accionante o corresponde a un hecho superado)
V. PRUEBAS

Solicito señor Juez se sirva tener en cuenta las siguientes pruebas:
1. 

VI. ANEXOS

Con el presente escrito como anexos presento los siguientes documentos:

1. Copia del Acuerdo N° 021 de 12 de septiembre de 2016, mediante el cual se nombró en interinidad al Rector de la Universidad del Tolima.
2. Copia del Acta de Posesión del Rector Omar A. Mejía Patiño de fecha 12 de septiembre de 2016.

3. Copia de los documentos relacionados en el acápite de pruebas.
VII. NOTIFICACIONES

· Dirección: Universidad del Tolima - Barrio Santa Helena Parte Alta, bloque de Rectoría 2do piso.
· Teléfono: 2771212 Ext 9111-9112
· Correo: rectoria@ut.edu.co 
Del Juez,

OMAR A. MEJÍA PATIÑO

C.C.   12.137.078 de Neiva

Rector 

Universidad del Tolima

Nombre

Cargo

Dependencia

Universidad del Tolima 

Nombre y firma de quien elabora

Nombre y firma de quien revisa 
Elaborado por: Oficina de Asesoría Jurídica – Universidad del Tolima  

